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El presente trabajo busca encontrar los problemas que tiene La Acción de Cumplimiento 
para su ejecución. Actualmente, la aplicación de dicha garantía en el sistema jurídico 
peruano es muy pobre y con resultados peores aún; en contraste, para tan maña 
esperanza del por qué se creó. Para ello, se consultó diversa literatura relacionada al 
tema; además de consultar jurisprudencia actual y pasada, tanto como del Derecho 
Comparado, el cual, será parte importante en este proyecto. Seguido de ello, se utilizó 
técnicas e instrumentos de investigación, como lo son las encuestas a personas de la 
calle y entrevistas a connotados juristas, para que mediante su experiencia y saber, 
ratifiquen o rectifiquen las hipótesis planteadas. 
Los primeros resultados que arrojan nuestras operaciones indican lo que ya 
sospechábamos: Casi nulo conocimiento de la existencia de la garantía y peor de su 
utilidad. La siguiente parte (entrevistas a juristas) se dejará para el trabajo de tesis final, 
que se piensa, los resultados seguirán dando la razón a lo planteado al comienzo. 
Todo ello se hará con el fin de encontrar alguna alternativa (s) para hacer eficaz esta 
herramienta constitucional que pensamos, es fundamental para el correcto desarrollo 
democrático del país. Con el presente proyecto, se espera contribuir con el país y 
convencer a la población que, si se puede tener una democracia fortalecida, basándose 
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La confianza e identificación que un ciudadano siente hacia su Estado, debería estar 
reflejado en sus actos. Muchas veces no lo sienten, porque se sienten desprotegidos u 
olvidados. Se resignan a que, quienes tienen el poder, hagan y deshagan cosas, a pesar 
de que, algunas veces, estas son ilegítimas. Para salvaguardar estos “abusos”, la 
Constitución da, garantiza y defiende los llamados: Derechos Humanos. 
La Constitución política del Perú consta de dos partes, la parte orgánica y la parte 
dogmática; dentro de esta última, existen seis Garantías Constitucionales: La Acción de 
Amparo, El Hábeas Data, El Hábeas Corpus, La Acción Popular, La Acción de 
Cumplimiento y La Acción de Inconstitucionalidad. 
 La mayoría de ciudadanos han escuchado hablar alguna vez de El Hábeas Data y de La 
Acción de Amparo, debido a la alta utilización dentro del sistema, principalmente, para 
lograr la libertad ante detenciones ilegales y dilatar procesos judiciales.  
Políticos, empresarios, personajes de la farándula, personajes mediáticos, metidos en líos 
judiciales, utilizan dichas garantías para lograr sus fines particulares; y estos logros son 
difundidos por los medios de comunicación local. Se pueden ver titulares como: “Abogada 
de tal persona presentará un Hábeas Corpus para lograr la libertad de su patrocinada” o 




han ayudado así a la fama de estas garantías. Por si fuera poco, diversos juristas y editoras 
han llenado las bibliotecas de libros, revistas y materiales, sobre estas dos garantías. 
Muchos abogados se inclinan más por estudiar estas dos garantías, pues sienten que les 
abrirá muchas puertas laborales, casos ganados y por consecuencia, fama profesional. 
Solo en el 2018, según las estadísticas arrojadas por el Tribunal Constitucional, ingresaron 
3102 expedientes solicitando una Acción de Amparo y unos 972, solicitando el Hábeas 
Corpus  
Se tiene también al Hábeas Data y a la Acción Popular, ambas garantías que no gozan de 
“la fama” de sus antecesoras, aunque si hay literatura discreta de la primera, es casi nula 
la información y desarrollo de la Acción Popular. Muchas juristas coinciden que esta última 
está predestinada a su extinción, a pesar de ser una garantía histórica, desde su aparición 
en la Constitución de 1979. Tristemente, en el Perú, se conoce “algo” del Hábeas Data 
gracias a medios televisivos y escándalos políticos, que involucraban información de 
cuentas bancarias, datos personales y demás; de personajes involucrados en temas de 
corrupción. No se puede decir lo mismo de La Acción Popular, que se ve más relacionada 
a un partido político nacional, que a una garantía que procede contra los reglamentos, 
normas y resoluciones administrativas que van en contra de la ley. Según la información 
del Tribunal Constitucional, ingresaron solo 182 expedientes del Hábeas Data y 134 de la 
Acción Popular.  
Está claro que el Proceso de Inconstitucionalidad es más usado por agentes políticos del 
país, que por ciudadanos de a pie, debido a intereses políticos y algunas veces personales, 
ejemplo: “La ley universitaria es inconstitucional, porque se vulnera la autonomía 
universitaria.”, “La ordenanza municipal N°1415 es inconstitucional porque restringe el 
derecho a la libre circulación de las personas”; además, solo es aplicada por los 




su escasa tramitación y que, por lo general, define el ordenamiento jurídico del país. Según 
el registro del Tribunal Constitucional, solo ingresaron 29 expedientes y solo se admitieron 
21, en el 2018. 
Ahora bien, la función de la Acción de Cumplimiento es de analizar. Una garantía tan 
importante y que fue establecida en la Constitución peruana como herramienta poderosa 
para el ciudadano de a pie, contra la inacción de la autoridad o funcionario público, no sea 
tan eficaz y mucho menos utilizada. En una conversación que tuvo, el desaparecido Carlos 
Torres y Torres Lara (uno de los principales promotores para que esta garantía aparezca 
en la Constitución peruana) con el constitucionalista Dr. Luis Carlos Sáchica, este último le 
dijo: “Cambiaría toda una Constitución por este mecanismo. ¿Por qué?, porque tenemos 
muchas leyes, pero el problema es que no se cumplen”; además, en el Perú alguien dijo: 
“tenemos más de 25 000 leyes, pero falta una que diga que las 25 000 leyes se cumplan” 
(Borea Odría, 1996). Si el ciudadano supiera que existe un mecanismo tan concreto, su 
participación en los asuntos de estado aumentaría y las autoridades tendrían una labor 
eficiente. Solo en el 2018, ingresaron 555 expedientes, según las estadísticas Tribunal 
Constitucional, cuando la palabra diaria en cada rincón del país es “impunidad”. Por todo 
ello, se llega a pensar que esta Garantía, no está cumpliendo la función por la cual fue 
creada, porque, aunque parezca increíble, hay sentencias de esta Garantía, que ordenan 
cumplir con las normas, pero estas, no son cumplidas, por falta de recursos. Hay 
desconocimiento de la existencia de esta herramienta, casi nulo material académico de la 
misma e inexistentes libros. Muy pocas investigaciones y escasas propuestas para una 
mejora. Son por todos estos motivos, que se hace este trabajo; pensando en poder aportar 





1.PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA: EXPLICACIÓN, CAUSAS Y CONSECUENCIAS 
 
La Acción de Cumplimiento llegó al Sistema Jurídico peruano sin ningún debate previo. 
Cuenta la historia que, “en el Congreso Constituyente Democrático, que se estableció en el 
año 1993, solo una bancada de ese entonces (Agrupación política Solidaridad y 
Democracia SODE), propuso la Acción de Cumplimiento dentro de la reforma constitucional 
que se venía dando” (Grijley, 1996, p.504). Como manera de figuración y con el afán de 
parecer más garantistas y preocupados por la defensa de los derechos de la persona, los 
legisladores la aprobaron sin ninguna discusión; sin considerar que, por la naturaleza 
misma de dicha garantía, esta no podía ser en estricto una de ellas, ya que no resguarda 
ningún derecho fundamental, sino que, hace cumplir las normas a las autoridades y 
funcionarios públicos, originando un debate futuro en donde se discute si es una Garantía 
Constitucional o una Garantía Constitucionalizada. Inclusive, en la sentencia STC 0191-
2003-AC/TC, el máximo intérprete de La Constitución, lo ha declarado así. 
Al escribirla en la Carta Magna sin discusión alguna, solo basándose en Constitución 
Colombiana, no se le asignó reglamentación alguna, y su aplicación procesal fue adoptada 
de las normas del Hábeas Corpus y del Amparo, mediante la ya derogada Ley ° 26301. Fue 
recién en el 2004 que, mediante el Nuevo Código Procesal Constitucional, que se 
reglamentó, por fin, esta garantía. Lamentablemente, se necesita mayor jurisprudencia para 
entender por completo dicho reglamento, ya que, al ser muy ambiguo en algunas partes, 
cuesta mucho su interpretación. Se pone de ejemplo lo que dicen los autores del libro 
«Introducción a los Procesos Constitucionales», sobre el artículo°67 del CPC (Código 




Problemas partes el que se suscita con la legitimación que se pueda 
reconocer a las personas jurídicas para la protección de este mismo tipo de 
intereses difusos. A diferencia de lo que se sucede con el amparo, en la que 
el CPC ha establecido que puede interponer la demanda cualquier “entidad” 
sin fines de lucro cuyo objeto sea la defensa de los referidos derechos (se 
entiende que a los derechos considerados como intereses difusos), en el 
caso del proceso de cumplimiento la regla es más escueta: Tratándose de la 
defensa de derechos con intereses difusos o colectivos, la legitimación 
corresponde a cualquier persona. La no referencia a “una entidad” pareciera 
dar a entender que simplemente carecen de legitimación activa las personas 
jurídicas. (Castañeda O, Carpio Marcos, Saldaña B., Sáenz Dávalos, 2005, 
p.203) 
Con su nulo debate parlamentario para su adopción, su discutida inclusión como Garantía 
Constitucional y su tardía simplista reglamentación, se tiene tres problemas iniciales para 
su análisis y posterior recomendación. Son iniciales, porque no son los únicos encontrados. 
Existe una gran duda en su continuidad o no en la Carta Magna, ya que la doctrina 
considera a esta norma como residual y algunos juristas como innecesaria. El propósito de 
La Acción de Cumplimiento es ordenar al funcionario o autoridad renuente de cumplimiento 
a una norma legal o acto administrativo, que se pronuncie. En el ámbito administrativo 
existen ya mecanismos que se ejecutan con total eficacia, como lo es el Silencio 
Administrativo Positivo y Negativo, este último, con continuación en un Proceso 
Contencioso Administrativo, que obliga al administrador a pronunciarse. Por si fuera poco, 
el artículo ° 2 del CPC dice: «Los procesos constitucionales de hábeas corpus, amparo y 
hábeas data proceden cuando se amenace o viole los derechos constitucionales por acción 




o persona…». La pregunta cae por su propio peso: ¿No es similar el propósito de la Acción 
de Cumplimiento, si nos basamos al Derecho de Petición, como derecho fundamental de la 
persona? 
Debido a las complejidades del reglamento e ilusión de los ciudadanos por ser atendidos y 
escuchados ante, muchas veces, el silencio de la administración pública, se tramitaron 
muchos expedientes, varios de ellos, que se hubiesen podido resolver por otra vía. Es por 
ello que, en el año 2005, el Tribunal Constitucional emitió una sentencia lapidaria, de 
carácter vinculante, para cualquiera esperanza justiciable de esta garantía. En la sentencia 
168-2005/TC, se establece los requerimientos mínimos para que una Acción de 
Cumplimiento sea admitida. El máximo intérprete de La Constitución, con el mencionado 
fallo, hizo que diversos juristas critiquen y terminen por considerar a La Acción de 
Cumplimiento, como última opción en cualquier acción jurídica. Uno de los puntos de mayor 
crítica está en el punto 14 c): «…. el mandato no tiene que estar sujeto a controversia 
compleja ni a interpretaciones dispares». Si el Derecho es la ciencia de la discusión, de la 
interpretación y la controversia; ¿cómo un requisito pueda ir en contra de ello? A partir de 
esa sentencia, el número de expedientes a dicha garantía bajó considerablemente y la 
desesperanza de los ciudadanos creció. 
Por último, de más está decir que un gran problema de la Acción de Cumplimiento es su 
difusión. El Perú tiene una sociedad que se siente imposibilitada de poder reclamar sus 
derechos, en parte, porque no se sabe de las armas que hay para hacerlo. Los ciudadanos 
dejan pasar las omisiones de ley o que las autoridades y funcionarios no cumplan las 
normas. Nunca se quejan, lo dejan “ahí” y así el problema crece, se vuelve una costumbre 
y casi una norma consuetudinaria.  
Las consecuencias que se genera ante estos problemas se viven a diario en el país. Una 




reclamar sus derechos. Un sistema jurídico que no funciona ante la demanda ciudadana. 
Una norma copiada de una Constitución vecina, sin debate alguno, con un reglamento que 
pide a gritos jurisprudencia, la cual es escasa, dada una sentencia que establece requisitos 
mínimos complejos para cumplir. Procesos que funcionan igual y a veces mejor que dicha 
garantía, con el mismo fin. Por si fuera poco, cuando funciona la garantía y se obtiene una 
sentencia favorable, esta no se cumple, por “falta de recursos”. Debido a ello, es que se 
llega a la idea de querer eliminarla en una futura reforma constitucional, claudicando ante 
la ineficacia que origina todos esos problemas. 
 
2.PREGUNTA DE INVESTIGACIÓN 
 
2.1  PREGUNTA GENERAL 
¿Por qué la Acción de Cumplimiento no es eficaz dentro del sistema jurídico peruano? 
Después de todos los problemas hallados, no es difícil llegar a la conclusión de que la 
Acción de Cumplimiento no está cumpliendo el objetivo para la cual fue creada. La poca 
tramitación es un indicador alarmante que la ciudadanía no conoce, no cree o no le interesa 
que se cumpla la ley. Dentro de esas tres variables, se hace difícil pensar que la última sea 
verdad. Es por ello que, mediante este proyecto, se quiere responder a esta interrogante. 
Para poder lograrlo, se analizará punto por punto los problemas encontrados, desde sus 
causas, su presente y sus consecuencias. 
 
2.2  PREGUNTAS SECUNDARIAS 
a) ¿Cómo se podría dar eficacia a la Acción de Cumplimiento? 
Al detectar los problemas, diversas soluciones se pueden plantear, pero no todas podrán 




toda alteración debe de ir bajo esa tutela y nunca contra ella. La norma ya está establecida 
y lleva casi treinta años en el sistema jurídico peruano. Diversos juristas la critican y los 
datos de tramitación de los ciudadanos son desalentadores, si consideramos su discutida 
continuidad. La sentencia 168-2005-AC/TC agravó su decaída utilidad, pero 
paradójicamente, se convirtió en una alternativa de solución para hacer de esta norma, la 
más importante de todas. En este proyecto se analizará y se obtendrá conclusiones para 
poder encontrar los resultados deseados. 
 
b) ¿A qué se debe la poca importancia del Sistema Jurídico Peruano hacia La Acción de 
Cumplimiento? 
Cuando se planteó los problemas, un gran indicador fue la falta de materiales que se tenía 
para iniciar el proyecto. Los doctrinarios no hay desarrollado este tema a cabalidad, como 
si lo han hecho con otras garantías. Además, que la tardía reglamentación que se le dio (11 
años después), demuestran que, desde un inicio, no se le ha dado la tal importancia. Como 
norma supletoria, los ciudadanos prefieren usar otras normas, más conocidas y de mejores 
resultados. Si esta norma se creó con la finalidad de que sea la norma garante y la vigiladora 
y ejecutora de la efectividad del resto, su poca importancia no justifica su existencia. Se 
cree que hay motivos para su escandaloso retardado desarrollo.  
 
3.FORMULACIÓN DE HIPÓTESIS 
 
3.1 HIPÓTESIS GENERAL 
Se cree que la respuesta a la pregunta principal está en su admisibilidad. Debido a la 
sentencia 168-2005-AC/TC, se dificultó aun más las formas para tramitarla. Además, que 




legitimación y uso. Si seguimos con el reglamento, este es muy breve y su poca aplicación, 
hace que no haya jurisprudencia suficiente para afinar la norma. Todos los juristas saben 
cuan importantes es la jurisprudencia en el Derecho. Diariamente, se resuelven muchos 
casos judiciales en el mundo, gracias a las jurisprudencias. La Acción de Cumplimiento no 
tiene muchas, y, por si fuera poco, los juristas y doctrinarios, no desarrollan el tema, 
agravando más, la casi nula información que vuelve a esta garantía ineficaz. 
 
3.2  HIPÓTESIS ESPECÍFICAS 
 
a) Dentro de la idea general que se tiene del por qué no es eficaz esta norma, se manejan 
varias variables. Así como la falta de jurisprudencia es motivo importante en su ineficacia, 
esto sucede, precisamente, porque la misma reglamentación hace que no se genere 
sentencias, sencillamente, porque las demandas no son admitidas. Y esto debido a su 
reglamentación y a la sentencia del 2005. Con toda esa cadena de sucesos, nos hacemos 
la idea que la solución es rehacer su reglamentación, con un debate serio y concreto; 
ampliando su ámbito de ejecución y señalando bien los legitimados, y derogar ese carácter 
vinculante de esa sentencia del 2005. Esta es una hipótesis que se cree da respuesta para 
que la presente garantía empiece a originar jurisprudencia y ser lo enteramente útil para lo 
cual se creó. 
 
b) El no tener eficacia, se le asocia con su falta de jurisprudencia, y a esta con falta de 
desarrollo de la garantía. Se habla de un desarrollo académico cuando se estudia la norma 
y se aportan diferentes parámetros para aplicarla o contradecirla; se estudia su fondo, su 
forma, etc. La falta de todo ello es simplemente desinterés del jurista, el cual se puede 




doloso. Este último es lo que más gravedad y daño hace al Sistema Jurídico peruano, ya 
que demostraría el miedo por la efectiva arma que tendría el ciudadano para hacer que las 




4.1 OBJETIVO GENERAL 
Para poder comprobar las hipótesis y tratar de dar una solución al problema, se 
analizará las normas mencionadas: El CPC, donde está la reglamentación de la 
Acción de Cumplimiento, y la STC 168-2005-AC/TC, donde se le condenó a la no 
efectividad. Además, estudiar las pocas jurisprudencias que hay, para conocer su 
evolución. El «analizar» significa un estudio profundo de dichas normas, para poder 
sacar conclusiones positivas. 
 
4.2 OBJETIVO ESPECÍFICO 
a) Exponer y analizar el estado del arte respecto a la Acción de Cumplimiento; sus 
formalizaciones y aplicaciones. Si se quiere dar una eficacia a esta garantía, se puede 
comenzar revisando cómo funcionan las mismas en otros países. Por ello que se utilizará 
mucho el Derecho Comparado para sacar lo mejor de cada país donde se aplique. Además, 
se hará pruebas a personas para que, mediante su día a día, brinden experiencias de cómo 
son sus gestiones en la administración y pública; y como poder mejorarla. 
b)  Las conversaciones con connotados juristas serán parte fundamental para lograr este 
objetivo. La opinión de ellos, quienes están sumergidos y lidian día a día con temas 






5. DELIMITACIÓN DE LA INVESTIGACIÓN 
El presente trabajo, en espacio, se abarcará en todo el Perú, ya que es netamente 
Constitucional y no se puede obviar ningún lugar para ello. En términos de tiempo, solo se 




Durante nuestra vida republicana, la democracia ha sido el sistema en donde mejor nos 
hemos desarrollado como nación. Lamentablemente, los ciudadanos sienten que son solo 
gobernados y tienen que aceptar los errores y, en muchos casos, los abusos de los 
gobernantes, ya que ellos no tienen las armas para poder reclamar y actuar ante una 
injusticia cometida. Ese sentimiento hace que no se hallen dentro de un estado. Estos 
ciudadanos, no se sienten identificados, ni representados, ni siquiera defendidos por su 
propio país. Crecen independientemente, no les interesa la política, hacen su participación 
ciudadana (voto) por obligación y, en algunos casos, deciden emigran, ante tanta injusticia. 
Ese desinterés los aleja poco a poco; y esa apatía, lo trasmiten a sus hijos, que 
increíblemente, pasarán por lo mismo.  
 
Este trabajo de investigación se justifica con la identificación de los problemas que presenta 
esta Garantía, que como se menciona anteriormente, es importantísima para el correcto 
desarrollo de la democracia. Con el estudio que se realizará, se tratará de demostrar la 
utilidad que realmente tiene La Acción de Cumplimiento, con el fin de que su empleo sea lo 




su ordenamiento jurídico, tiene herramientas de fácil uso para reclamarle, individual o 
colectivamente, al estado, sobre irregularidades que las autoridades locales o regionales, 
se niegan a reconocer. 
En la actualidad, la mayoría de ciudadanos no saben de la existencia de estas dicha 
Garantía; desconocimiento que se transforma de inmediato en la desconfianza que este 
siente hacia su estado. Y si la conoce, la sienten tan compleja, que se desisten de hacerlo, 
provocando injusticias en sus vidas. Todo esto lleva a un ciudadano que se siente 
desprotegido y ausente en las decisiones que, por historia y sistema, lo involucran a él 
principalmente, dándole así el protagonismo y la importancia que se siente de pertenecer a 
su Estado. 
El convencimiento del empoderamiento y presencia del ciudadano como actor principal del 





7. MARCO TEÓRICO 
 
7.1  MARCO CONCEPTUAL 
 
a) La Constitución: “La Constitución opera entonces como la norma que justifica, limita y 
organiza el poder estatal, estableciendo parámetros al accionar del Estado, definidos por 
los derechos fundamentales de las personas y por un conjunto de principios, conceptos e 
instituciones. A la vez, la norma constitucional determina la organización el Estado, en 
particular, respecto a las atribuciones y funciones de los diversos entes que lo componen”. 




Si consideremos a La Constitución como norma básica, en los cuales, los derechos 
fundamentales de las personas definen todos los parámetros de accionar del Estado, se 
espera también, que contenga en su texto, herramientas que protejan a las personas, ante 
cualquier vulneración que se haga a sus mencionados derechos. 
 
b) Derechos Fundamentales: Son los Derechos humanos plasmados en una Constitución. 
Estos Derechos Humanos son basados en la dignidad humana, que hacen referencia a la 
libertad, reivindicaciones y facultades propias de un individuo, por el solo hecho de 
pertenecer a la raza humana. El respeto hacia estos derechos es indispensable para el 
común desarrollo de una sociedad jurídicamente organizada. La vulneración de alguno de 
ellos, tiene que ser reclamado inmediatamente por el ente que los protege, La Constitución, 
ante esto, dicha norma suprema, contiene Garantías Constitucionales. 
 
c) Garantías Constitucionales: “En sentido estricto, son garantías constitucionales los 
medios de protección de los derechos humanos, consistentes en la posibilidad que tiene el 
titular de un derecho de poner en movimiento el órgano jurisdiccional para que tutele ese 
derecho, si es conculcado o amenazado de vulneración. En sentido lato, la expresión 
garantías constitucionales, como sucede en el Perú, es empleada por la Carta Política para 
enunciar los derechos humanos; de esta manera, se quiere dar a entender que tales 
derechos no han sido conferidos por el Estado, puesto que son previos a toda organización 
política, sino simplemente asegurados en su goce, o sea garantizados, por el poder público, 
el cual se ha constituido precisamente con esa finalidad”. (Ferrero, 2007, p. 8) 
Existen 6 Garantías Constitucionales que proveen en la Constitución del Perú. Entre ellas 




Constitucionales, para resguardar tu derecho, lo haces vía Procedimientos 
Constitucionales, los cuales se reglamentan en el Código Procesal Constitucional. 
 
d) Acción de Cumplimiento: “Es la acción, considerada como garantía constitucional, que 
da a las personas el derecho de recurrir ante el Poder Judicial, y vía recurso impugnatorio 
ante el TC, para que rápidamente ordene a cualquier autoridad o funcionario público 
renuente a acatar una norma legal o un acto administrativo con su emisión o ejecución, 
sometido además a las responsabilidades de otra naturaleza de acuerdo a ley. Busca hacer 
cumplir las disposiciones legales y administrativas, que contienen obligaciones estatales 
que a su vez son un deber específico dentro del amplio ámbito de sus obligaciones propias 
de la función pública son parte, a favor de las personas afectados en sus derechos 
contenidos en dichas disposiciones sin dilaciones” (Córdova Neyra, 1999, p. 34). 
 
Es el tema del presente trabajo. Cabe precisar que el mandato tiene que ser renuente, tal 
como dice la misma ley y la interpretación que todos le dan. 
 
e) Renuente: No basta con un simple incumplimiento. Este tiene que ser repetido, rebelde, 
es decir, que la autoridad o funcionario obligado, pese a ser requerido por el administrado, 
resulte terco, remiso, indócil: renuente y, por tanto, continúe incumpliendo. 
 
Tal requisito fundamental hace que el demandante se encuentre con otras opciones para 
hacer valer su justicia. Al pasar ello, la Acción de Cumplimiento se vuelve una norma 





f) Norma Residual y Principio de Subsidiariedad:  
Se llama al primero así, en el caso de agotamiento de todas las vías previas que se tiene 
dentro de un ordenamiento jurídico, para, finalmente, poder recurrir a ella. Ello “supone el 
agotamiento o ejercicio previo y necesario de todos los recursos que la ley que rige el acto 
reclamado establece para atacarlo, bien sea modificándolo, confirmándolo o revocándolo, 
de tal suerte que, existiendo dicho medio ordinario de impugnación, sin que lo interponga 
el quejoso, el recurso es improcedente”. (Burgoa, 2004, p.283)  
Mientras que el Principio de Subsidiariedad es un principio jurídico que puede plantearse 
en situaciones jurídicas en las que se dan dos o más alternativas, de manera que a una de 
ellas sólo se podrá acudir en defecto de la otra. 
Se menciona estos dos conceptos, pues al encontrarse (nuestro tema) frente a un acto 
administrativo, se puede utilizar ambas vías para poder lograr una contestación. Al igual 
que se puede utilizar otra Garantía Constitucional: La Acción de Amparo. 
 
 
7.2  MARCO NORMATIVO 
Como el tema es Constitucional, La Carta Magna será nuestra principal fuente de análisis 
y consulta, específicamente el TÍTULO V: Garantías Constitucionales 
Artículo 200: Son Garantías Constitucionales: 
6) La Acción de Cumplimiento, que procede por infracción de la Constitución y de la ley, 
contra reglamentos, normas administrativas y resoluciones y decretos de carácter general, 





Además, del resto de artículos de este Título, los cuales mencionan las demás Garantías 
(Amparo, una de ellas) y el desarrollo de las mismas. Las autoridades a ejercerlas y las 
instancias correspondientes. 
 
Ley 28237: Código Procesal Constitucional: Donde se halla la reglamentación de La 
Acción de Cumplimiento. Su procedencia o no, su admisibilidad. El procedimiento que hay 
que seguir: Artículo 66 al 74: Objeto, Legitimación y Representación, Legitimación pasiva, 
Requisitos especiales para la demanda, Causales de improcedencia, Desistimiento de la 
Pretensión, Contenido de la sentencia fundada, Ejecución de la Sentencia, Normas 
aplicables. 
 
Ley 27444: Ley General de Procedimientos Administrativos: Al tener como alternativa, 
esta norma, en temas administrativos, se procederá a revisarla, leer su reglamento y 
algunas jurisprudencias. Todo para compararla a la norma de estudio y sacar conclusiones. 
 
STC 0191-2003-AC/TC: La decisión que toma el Tribunal Constitucional en donde 
considera a esta garantía como Constitucionalizada y no Constitucional, causando gran 
debate posterior a su publicación. 
 
STC 0168-2005-AC/TC: La sentencia, con carácter vinculante, tan criticada. La que puso 





Constitución Colombiana: El derecho comparado valdrá de mucho en el presente 
proyecto. Se dice que La Acción de Cumplimiento apareció en el Perú gracias a la 
colombiana. Los juristas copiaron esta garantía con la intención de tener un igual o mejor 
resultado.  
Asimismo, el artículo 38° de la Constitución reconoce como uno de los deberes 
fundamentales de todas las personas el cumplir y defender La Constitución y el 
ordenamiento jurídico de la nación. Evidentemente, ese deber también alcanza, y con 
mayor razón todavía, a las autoridades y funcionarios públicos. Todo ello, nos conlleva a 
analizar ley por ley, para que nos dé una aproximación al alcance que puedan tener Las 
Garantías en el sistema jurídico peruano. 
 
 
7.3. MARCO CONTEXTUAL 
Las autoridades deben de cumplir sus funciones y las normas, de las cuales derivan sus 
funciones. Políticamente, el servicio que se da al ciudadano no se cumple, si hay renuencia 
en hacerlo. El sistema político peruano cambiaría si los ciudadanos controlaran a las 
autoridades en hacer cumplir sus funciones. La democracia se fortalecería y existiría un 
crecimiento a nivel país. ¿Se podrá imaginar un sistema donde el ciudadano tenga el poder 
y facilidad de acusar a un funcionario o servidor de hacer su trabajo y que esta acusación 
tenga un efecto inmediato? Si se habla de temas sociales: ¿Que más repercusión social 
tendría una herramienta ciudadana para empoderar al mismo ciudadano en su país?  
Las omisiones en el cumplimiento de normas traen factores económicos de por medio. 
Ejemplo: Una autoridad edil se rehúsa a cumplir una ordenanza que traerá crecimiento 




Además, en el presente trabajo, se ampliará el campo de ejecución no solo a las normas, 
sino también a los plazos establecidos en obras pública. Ejemplo: Una obra que fue 
anunciada a concluir en tal fecha y no se ha cumplido. Originando malestar económico en 
las personas. 
Por último, jurídicamente, se definirá si La Acción de Cumplimiento debe o no debe ser 
Garantía Constitucional. Desde ya se da a conocer la opinión del autor de este proyecto, el 
cual está de acuerdo con que sea una Garantía Constitucional. 
 
8.METODOLOGÍA 
8.1 ALCANCES Y ENFOQUES METODOLÓGICOS 
El alcance que se dará a este proyecto dependerá de determinado factor que se escogerá 
para la investigación. Para este caso, se emplearán 2 factores: 
- Exploratorio: El presente tema es poco estudiado y tratado. Existen muchas dudas 
e igual cantidad de problemas al respecto. Se examinará temas, que, hasta cierto 
punto, son desconocidos. 
 
- Descriptivo:  Se medirá y escogerá información para especificar las características 
y rasgos importantes del presente tema. Mediante este factor, se pretende 
vislumbrar relaciones, aunque sean incipientes. 
 
De acuerdo al enfoque que se dará, este será el Cualitativo, ya que se brindará una 
descripción completa y detallada del tema de investigación. El presente tendrá un carácter 
exploratorio, por ende, se sumergirá subjetivamente en el tema, recolectando datos sin 





8.2 OPERACIONALIZACIÓN DE LAS VARIABLES 
Siendo una especificación de las actividades u operaciones que el autor realizará para 
medir una variable, con el fin de recabar información necesaria, se harán las mencionadas 
(actividades u actividades), de acuerdo a las siguientes variables: 
X= Acción de Cumplimiento 
Y= Nueva Reglamentación 
W= Ámbito de ejecución 
Z= Sentencia 163-2005-AC/TC 
V= Jurisprudencia 
U= Constitución  
1) Ejemplo de Variable «V»: Jurisprudencia 
Dimensión: Cantidad de fallos 
Indicador: Desarrollo de la norma 
= Se indica que la norma no se desarrolla (perfecciona) debido a la cantidad de fallos que 
son mínimos. 
2) Ejemplo de Variable «Z»: Sentencia 163-2005-AC/TC 
Dimensión: Medidas obligatorias para su admisibilidad 
Indicador: Porcentajes de admisibilidad 
=Se indica que debido a la Sentencia 163-2005-AC/TC, el porcentaje de admisibilidad ha 




8.3 TÉCNICAS O INSTRUMENTOS DE LA INVESTIGACIÓN 
Para el presente proyecto se utilizará instrumentos sobre las variables mencionadas en el 
punto anterior: 
Encuestas: 30 personas de a pie (profesionales) 
1.  ¿Conoce usted que son las Garantías Constitucionales? 
Cuenta de ¿Conoce usted que son las Garantías 
Constitucionales? 
Etiquetas de 
columna   
Etiquetas de fila No Sí 
Total 
general 
Hombres 14 9 23 
Mujeres 4 3 7 










Del 100% de los ciudadanos encuestados, sólo un 40% de ellos tienen conocimiento de la 
existencia de las Garantías Constitucionales. Dentro de ese porcentaje, un 39,1% 
corresponden a la población masculina y un 42,9% a la población femenina. Se destaca 













2. ¿Sabe que es la Acción de Cumplimiento? 
Cuenta de ¿Sabe que es la Acción de Cumplimiento?     
Etiquetas de fila No Sí Total general 
Hombres 14 9 23 
No 14 8 22 
Sí  1 1 
Mujeres 4 3 7 
No 4 2 6 
Sí  1 1 
Total general 18 12 30 
 
En el caso de la pregunta “¿Sabe que es la Acción de Cumplimiento?” de un total de 30 
encuestados, sólo 2 de ellos respondieron de manera afirmativa, entre ellos un hombre y 
una mujer. Esto quiere decir, que sólo el 6,7% de la muestra conoce dicha garantía y un 
93,3% la ignora. 
 
a) Si la respuesta es SI: ¿Alguna vez la ha planteado? 
 
Cuenta de a) Si la respuesta es SI: ¿Alguna vez la ha 
planteado? 
¿Sabe que es la Acción de 
Cumplimiento?   
Etiquetas de fila No Sí 
Total 
general 
No   2 2 
(en blanco)     
Total general  2 2 
 
De los 2 participantes que anteriormente dieron cuenta del conocimiento de la Garantía 
Acción de Cumplimiento, dicen no haber planteado o utilizado dicha garantía. Es decir, del 
universo que se crea y da origen a una submuestra, la cual está capacitada de contestar la 







3. ¿Sabe dónde ir cuando un funcionario no acata la Ley? 
Etiquetas de fila 
Cuenta de 
Encuestados Porcentaje 
Comisaría  1 3.3% 
Congreso 12 40.0% 
Defensor del Pueblo 6 20.0% 
Poder Judicial 3 10.0% 
Proceso Contencioso 
Administrativo 6 20.0% 
Tribunal Constitucional 2 6.7% 




Dentro del gráfico es posible visualizar (en términos porcentuales), que la mayor parte de 
la muestra encuestada, en el caso de ser necesario, opinan que el lugar idóneo para realizar 
algún descontento en el momento que un funcionario no acate la Ley es el Congreso, con 
un 40% del total. Por otro lado, el porcentaje que lo sigue con gran votación (20% cada uno) 
es tomar comunicación con Defensor del Pueblo y el Proceso Contencioso Administrativo. 
Muy por detrás, sólo una persona realizaría una intervención en Comisaría.          
            















 No 28 
Comisaría  1 
Congreso 12 
Defensor del Pueblo 6 




Tribunal Constitucional 2 
Total general 30 
 
Además dentro de las 2 personas que dijeron sí conocer la Acción de Cumplimiento, ambos 
concuerdan en asistir al Tribunal Constitucional en caso de presenciar que un funcionario 
no acate la Ley. 
4. ¿Qué hace cuando ve a un trabajador del estado no cumplir con su función? 
 
Etiquetas de fila 
Cuenta de 
Encuestados Porcentaje 
Hablan con su superior y presentan una 
queja 19 63.3% 
Solo hablan con su superior 11 36.7% 























Hablan con su superior y
presentan una queja
Solo hablan con su
superior
¿Qué hace cuando ve a un trabajador 





Del total de la población encuestada, el 63,3% (19 personas) de ellos indican que realizarían 
la acción de hablar con un superior y presentar una queja en el caso de ver a un trabajador 
no cumpliendo sus obligaciones, y por otra parte, el porcentaje restante, en este caso, 11 
participantes, indican que sólo hablarían con el superior del funcionario. 
5. ¿Alguna vez usted ha tenido algún problema en alguna institución del estado debido 
al incumplimiento de alguna norma? 
 
 
Un 96,7% del universo muestreado indica que alguna vez tuvo un problema en alguna 
institución del estado debido al incumplimiento de alguna norma, es decir, de un total de 30 
personas, 29 de ellas lo señala. Sólo una de ella dice nunca haber tenido ningún tipo de 
disgusto. 
De manera gráfica, se puede visualizar de manera sencilla la diferencia entre ambas 
respuestas. 
 
¿Alguna vez usted ha tenido algún problema 
en alguna institución del estado debido al 
incumplimiento de alguna norma? 
No Sí
¿Alguna vez usted ha tenido algún problema en alguna institución 
del estado debido al incumplimiento de alguna norma? 
Cuenta de 
Encuestados Porcentaje 
No 1 3.3% 
Sí 29 96.7% 




Entrevistas a connotados juristas, donde se le preguntará: 
1) ¿Qué tan eficaz es, para usted, la Acción de Cumplimiento en el Sistema 
Jurídico peruano? 
a. Muy eficaz 
b. Eficaz 
c. No tan eficaz 
d. No es eficaz 
 ¿Por qué considera ese nivel? 
2) ¿Considera usted que, los requisitos para la admisibilidad de la 
Acción de Cumplimiento, establecidos en la Sentencia 168-2005-TC, ¿han 
aportado para la finalidad de esta garantía constitucional? 
3) ¿Era necesaria su aparición en el sistema jurídico peruano, cuando 
desde un comienzo se estableció como una norma residual y sujeta al 
Principio de subsidiaridad? 
4) ¿En un futuro debate de reforma constitucional, consideraría 
discutir el mejoramiento de su reglamentación o su desaparición en la 
Constitución? 
5) ¿Cree usted que es suficiente el objeto de este proceso, sabiendo 





6) ¿Por qué cree usted, que es la Garantía Constitucional menos 
usada, la de menos jurisprudencia e inclusive, la de menos investigación 
doctrinaria y académica, sabiendo la tremenda importancia que tiene? 
7) ¿Cree que hay cierto temor del sistema, el hecho que el ciudadano 




8.4 ANÁLISIS E INTERPRETACIÓN DE LA INFORMACIÓN 
 
Esto permitirá saber con grado de confianza y exactitud los problemas que se había 
plantado, y así confirmar las hipótesis planteadas. Esta encuesta dará confiabilidad, validez 
y objetividad al presente trabajo. Las preguntas a los connotados juristas, se formularán en 































CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES 
 
Se concluye el presente trabajo con grandes expectativas para la investigación final. Se ha 
podido detectar los grandes problemas que existen en la aplicación de la garantía 
constitucional de La Acción de Cumplimiento. Desde su aparición “al champaso”, como diría 
una jerga peruana; su tardía y ligera reglamentación, la que da lugar a diversas 
interpretaciones; el enfrentamiento que tiene con otras herramientas jurídicas, como La 
Acción de Amparo o El Proceso Administrativo, entre otros; el muy discutido fallo del año 
2005 por el TC; y su escasa difusión a nivel general. Todas ellas estudiadas y analizadas 
muy detenidamente con diversos materiales académicos consultados. 
 
Dichos problemas son solo el inicio, pues se cree que, con el transcurso de la investigación, 
se hallarán algunos más. Por todo lo mencionado, se cree que es motivo más que suficiente 
para continuar con dicha investigación y así poder afinar más las hipótesis planteadas y 
buscarles una solución. Además, en el presente proyecto, ya se inició con algunas de las 
técnicas de investigación, como las encuestas, la que nos dan como primeros resultados 
algo que ya se había imaginado al iniciar este proyecto: El casi nulo conocimiento de la 
norma. 
 
Para finalizar, se recomienda un estudio más profundo del tema. Con este proyecto, se da 




sociedad. Queda pendiente las entrevistas a connotados juristas, las cuales nos abrirán 
mucho más el panorama y ampliarán las diferentes conclusiones que se ha sacado en el 
proyecto. Conclusiones como el desconocimiento de la gente por la norma, dificultad en la 
ejecución de la garantía y desinterés total en el estudio de la misma. 
 
El Derecho Comparado será una alternativa esencial para encontrar una solución a los 
problemas hallados. Si La Acción de Cumplimiento peruana nació por copiar a la Acción de 
Cumplimiento colombiana, ¿por qué esta última sí funciona y la peruana, no?. Dicha 
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